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CONSTITUCION  POLITICA
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CIUDADANOS  DIPUTADOS:


El suscrito diputado, MIGUEL ANGEL MONRAZ IBARRA, con fundamento en la facultad que otorga el artículo 28, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, y conforme a los artículos 85 y 86 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, me permito poner a consideración de esta Asamblea Legislativa, la siguiente Iniciativa de Ley que reforma los artículos 61 y 69 de la Constitución Política del Estado de Jalisco y diversos artículos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, de conformidad con la siguiente: 
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

La consecución de un real equilibrio de poderes ha sido uno de los objetivos principales sobre los que han girado las reformas políticas que ha vivido nuestra entidad. Estas reformas, que se han manifestado tanto en modificaciones legales como en nuevas formas de hacer políticas, reflejan el interés de los jaliscienses por contar con Poderes Legislativo y Judicial vigorosos e independientes del Ejecutivo y que se conviertan en realmente depositarios del Poder Público.

Este interés ha ido acompañado por la exigencia para estos dos poderes, de cumplir sus funciones con responsabilidad y eficiencia, coadyuvando al desarrollo y bienestar del Estado. En específico, ha sido señalada por diversos sectores de la sociedad, la urgente necesidad de una mejor y más clara impartición y administración de justicia, como medio indispensable para consolidar el Estado de Derecho. 

Como medio para lograr esto, se ha insistido en la necesidad de instaurar una carrera judicial. De igual forma se ha plasmado en el gran contrato social que es nuestra Constitución, la inamovilidad de los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, buscando que estos servidores desarrollen sus funciones en un clima de independencia, y alejados por completo de los trastornos y ambiciones políticas. 

Para lograr esto se instauró un procedimiento objetivo en nuestra Constitución, buscando que sean verdaderos profesionales del Derecho, los que ocupan estas altas investiduras. 

Sin embargo, dentro de este mecanismo hizo falta el señalamiento expreso de un procedimiento para la ratificación de los magistrados del órgano máximo de impartición de justicia en nuestro Estado por parte de esta Asamblea Legislativa. Como sabemos, estos magistrados duran en su encargo siete años, al término de los cuales pueden ser reelectos, continuando en esa función por diez años más.

Por tanto, hace falta un procedimiento que establezca que pasos se deben seguir para que el Congreso del Estado esté en condiciones de decidir si ratifica o no al magistrado en cuestión. De esta forma proponemos un procedimiento sencillo que de certidumbre a esta cuestión y que por tanto, evite problemas e intranquilidad al interior del Poder Judicial. 

Presentamos así, esta propuesta para reformar el artículo 61 de nuestra Carta Fundamental, en la cual, se establece que tres meses antes de que concluya el periodo de siete años para el que fue nombrado un  magistrado, el Supremo Tribunal de Justicia elaborará un dictamen técnico en el que se analice y emita opinión sobre la actuación y la calidad del trabajo realizado por el magistrado.

La cuestión del dictamen técnico es importante, ya que se trata del dictamen de evaluación realizado por el órgano competente, es decir, del Supremo Tribunal de Justicia, respecto de la labor del magistrado. Esta situación toma trascendencia dada la falta de comunicación reciente entre el Supremo Tribunal de Justicia y el Congreso del Estado en lo relativo a ratificaciones de magistrados. 

En efecto, en los últimos casos de ratificación, la Comisión de Justicia de este órgano legislativo, ha recibido documentación insuficiente de parte del Supremo Tribunal, lo que ha llevado incluso, a requerir la citada información mediante acuerdo económico. Esta situación debe cambiar, para evitar tropiezos y entorpecimientos al analizar la ratificación de magistrados.

Por lo tanto, se propone como primer paso para lograr todo esto, el señalamiento expreso en la Constitución, de la obligación del Supremo Tribunal de enviar el dictamen técnico. Este aspecto debe ser complementado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante la enumeración de los elementos que deben integrar el citado dictamen.

Se establece también que ese dictamen técnico, así como el expediente del magistrado debe ser enviado al Congreso del Estado, reiterando, para que éste, estudie los citados documentos y pueda tomar una mejor decisión respecto a la ratificación o no ratificación de los magistrados,  facultad soberana del Congreso del Estado que no puede ser limitada ni siquiera por el citado dictamen técnico.

De igual forma se señala con precisión que en caso de que el Congreso del Estado resuelva la no ratificación, el magistrado cesará en sus funciones a la conclusión del periodo para el que fue designado y se procederá a realizar un nuevo nombramiento en los términos del título sexto, capítulo II de la Constitución, con lo que se deja de lado cualquier interpretación sobre ratificaciones tácitas para los magistrados.

La enumeración de los aspectos que deberán integrar el citado dictamen se establece en el numeral 23 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, señalando que el dictamen deberá contener todos los datos, elementos y opiniones que permitan al Congreso ilustrar su decisión, señalando por lo menos los siguientes puntos:
· Total de asuntos turnados al magistrado;
· Total de asuntos resueltos por el magistrado;

· Total de asuntos turnados a la sala a la que pertenece el magistrado;

· Total de asuntos resueltos por la sala a la que pertenece el magistrado;

· Número de resoluciones resueltas en los términos que establecen las leyes;

· Número de resoluciones confirmadas o modificadas a través del juicio de amparo;

· Servidores Públicos que auxilian al magistrado; y 

· Quejas presentadas en contra del magistrado y el sentido de su resolución.
Se indica en ese mismo numeral que el dictamen técnico, así como los demás datos, informaciones y opiniones que se hagan llegar al Congreso del Estado, tanto del Supremo Tribunal de Justicia, como de particulares, servirán para el proceso de ratificación de los magistrados. También se aclara que los elementos citados no limitan la facultad soberana del Congreso del Estado de ratificar o no ratificar  a los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia del Estado.

Considerando que es urgente e indispensable para poder evaluar el desempeño de un magistrado, que el Supremo Tribunal de Justicia realice un trabajo de control estadístico de los asuntos que les son turnados a cada uno de los magistrados, se propone establecer en el artículo 34 de la ley en comento, que es facultad del Presidente del Supremo Tribunal de Justicia remitir al Congreso del Estado el dictamen técnico. 

Se señala también que, para efectos de un adecuado control y evaluación de las labores del Supremo Tribunal de Justicia, el dictamen técnico referente a cada uno de los magistrados, será enviado trimestralmente al Congreso del Estado, buscando de esta forma, en beneficio último de la sociedad jalisciense, que la evaluación, el control y el seguimiento del trabajo que se desarrolla en el más alto tribunal del estado, sea permanente y no se realice únicamente cuando se estudia la ratificación de algún magistrado. 

Este mismo control que deberá realizar el Supremo Tribunal y del que conocerá esta Asamblea Legislativa, invariablemente servirá para una depuración de ese alto tribunal y para una optimización y mejora en la impartición de justicia en la entidad.

Todo lo anterior se plasma también en la Ley Orgánica del Poder Judicial para el Tribunal de lo Administrativo y el Tribunal Electoral, buscando que las mejoras propuestas no queden únicamente en el Supremo Tribunal de Justicia, sino que fluyan por todo el Poder Judicial. 

De esta manera, se da claridad y certidumbre al procedimiento de ratificación de magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, así como del Tribunal de lo Administrativo y el Tribunal Electoral, acorde también a diversas resoluciones que han emitido los órganos judiciales federales. También, se ayuda al establecimiento de lazos de colaboración más completos entre los Poderes Legislativo y Judicial. 

Así, seguimos trabajando por la consecución de un más completo Principio de División y Equilibrio de órganos de Poder, que incida directamente en la obtención de la sociedad justa, ordenada y generosa que todos queremos. 

Por lo anteriormente expuesto, y conforme a los artículos 85 y 86 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, sometemos a la elevada consideración de esta Asamblea legislativa, la siguiente:
INICIATIVA DE LEY QUE REFORMA LOS ARTICULOS 61 Y 69 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO Y DIVERSOS ARTICULOS DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE JALISCO. 
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